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NUMERO DE CONSULTA NO VINCULANTE: NV0002-15 
 

Cuestión planteada: 
 

La consultante solicita información relativa al punto de conexión en el impuesto sobre donaciones, y 
relativa al punto de conexión y tributación de una operación de préstamo. 

 
 El artículo 32 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias, establece: Alcance de la cesión y puntos de conexión en el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones. 
 

“1. Se cede a la Comunidad Autónoma el rendimiento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones producido en su 
territorio. 

2. Se considera producido en el territorio de una Comunidad Autónoma el rendimiento del Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones de los sujetos pasivos residentes en España, según los siguientes puntos de conexión: 
(…) 

b) En el caso del impuesto que grava las donaciones de bienes inmuebles, cuando éstos radiquen en el territorio de esa 
Comunidad Autónoma. 

A efectos de lo previsto en esta letra, tendrán la consideración de donaciones de bienes inmuebles las transmisiones a 
título gratuito de los valores a que se refiere el artículo 108 de la Ley 24/1988,de 28 de julio, del Mercado de Valores. 

c) En el caso del impuesto que grava las donaciones de los demás bienes y derechos, en el territorio donde el donatario 
tenga su residencia habitual a la fecha del devengo.” 

Asimismo, el artículo 28.1. 1º b) del mismo texto legal establece, en relación a la residencia de las 
personas físicas: 

“1. A efectos de lo dispuesto en este Título, se considerará que las personas físicas residentes en territorio español lo 
son en el territorio de una Comunidad Autónoma: 

1.º Cuando permanezcan en su territorio un mayor número de días: (…) 

 
b) Del período de los cinco años inmediatos anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el día anterior al de 

devengo, en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.” 
 
c) Del año inmediato anterior, contado de fecha a fecha, que finalice el día anterior al de devengo, en el Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y en el Impuesto Especial sobre Determinados 
Medios de Transporte.” 

 
La consultante asegura que en los últimos años su residencia ha sido fijada en Valencia. A tales efectos, 

se advierte que la residencia es una cuestión de hecho. En este sentido, el simple empadronamiento no se 
considera por sí solo elemento suficiente de acreditación de residencia y vivienda habitual en una 
determinada localidad, como tampoco lo es el hecho de trasladar o mantener el domicilio fiscal en un lugar 
determinado. En cambio, se reitera que la concreción del lugar de residencia es una cuestión de hecho, de 
modo que si el contribuyente entiende que ha radicado un mayor número de días en una Comunidad 
Autónoma, deberá acreditarlo por cualquier medio de prueba admitido en Derecho conforme a lo dispuesto 
en el artículo 106 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General tributaria, correspondiendo valorar las 
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pruebas aportadas a los órganos de la Administración Tributaria competentes. 
 

 Por otra parte, y en relación al préstamo, el artículo 33 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
establece: 

Alcance de la cesión y puntos de conexión en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados. 

1. Se cede a las Comunidades Autónomas el rendimiento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados producido en su territorio en cuanto a los siguientes hechos imponibles: 

(...) 

2.º Constitución de derechos reales, préstamos, fianzas, arrendamientos, pensiones y concesiones administrativas. 

(...) 

2. Se considerará producido en el territorio de una Comunidad Autónoma el rendimiento del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados de acuerdo con los puntos de conexión que a continuación 
se enumeran: 

1.º En las escrituras, actas y testimonios gravados por la cuota fija de actos jurídicos documentados, documentos 
notariales, el rendimiento de dicha cuota fija corresponderá a la Comunidad Autónoma en la que se autoricen u 
otorguen. 

2.º Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto 1.º anterior, en los restantes supuestos actuarán como puntos de conexión 
los que a continuación se enumeran por el siguiente orden de aplicación: 

(…) 

C) Cuando el acto o documento no motive liquidación ni por la cuota gradual de actos jurídicos documentados, 
documentos notariales, ni tampoco por la modalidad de operaciones societarias, el rendimiento se atribuirá aplicando 
las reglas que figuran a continuación en función de la naturaleza del acto o contrato documentado y de los bienes a que 
se refiera: 

(…) 
 

5.ª Cuando se refiera exclusivamente a la constitución de préstamos simples, fianzas, arrendamientos no 
inmobiliarios y pensiones, a la Comunidad Autónoma en la que el sujeto pasivo tenga su residencia habitual o domicilio 
fiscal, según se trate de personas físicas o jurídicas. 

 
Por otra parte, el préstamo otorgado por personas que no lo realicen en el desarrollo de sus actividades 

profesionales o empresariales constituye, de acuerdo con el artículo 7.1 B) del Real Decreto Legislativo 1/1993, 
de 24 de septiembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, una operación sujeta a la modalidad transmisiones 
patrimoniales onerosas del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, pero exenta en virtud del artículo 
45 del mismo texto legal. 

 
La presente contestación se realiza con la normativa actualmente vigente y conforme a la información 

proporcionada en el escrito de consulta, sin tener en cuenta otras circunstancias no mencionadas o que 
concurrieran efectivamente, y que  pudieran tener relevancia en la determinación de la verdadera naturaleza 
de la operación y de sus consecuencias fiscales, lo que podrá ser objeto de comprobación administrativa. 
 

 


